
ESTADO LIBRE ASOCIADO DE PUERTO RICO

9na. Asamblea

7ma.
Sesión


Legislativa

Ordinaria

SENADO DE PUERTO RICO

P. de la C. 432

INFORME POSITIVO
 18 de abril de 2024
AL SENADO DE PUERTO RICO:

La Comisión de Gobierno del Senado del Estado Libre Asociado de Puerto Rico, previa consideración y evaluación, y por los fundamentos que se expresan a continuación, recomienda la aprobación del Proyecto de la Cámara 432, con las enmiendas contenidas en el entirillado electrónico que se acompaña.
ALCANCE DE LA MEDIDA
El P. de la C. 432 busca “enmendar los artículos  4, 6 y 8 de la Ley 14-2004, conocida como “Ley para la Inversión de la Industria Puertorriqueña”, a los fines de incluir las empresas o microempresas creadas por residentes de vivienda pública en Puerto Rico, como elegibles para un porcentaje de preferencia en la adquisición de bienes y servicios por parte de los Departamentos, Agencias e Instrumentalidades del Gobierno del Estado Libre Asociado de Puerto Rico; disponer que el caso de servicios sea de hasta un cinco por ciento (5%) mientras que en la adquisición de artículos producidos, envasados, ensamblados o que constituyan productos de Puerto Rico de una empresa de residentes de vivienda pública sea de hasta un cuatro por ciento (4%).
La Exposición de Motivos del referido proyecto establece que los residentes de vivienda pública constituyen un sector de la población que requiere estímulo y apoyo gubernamental en la creación de nuevas empresas que brindan empleos a sus vecinos. Esto al amparo de la Ley 14-2004, supra, la cual entre otras cosas dispone como política publica el respaldar el crecimiento, desarrollo y fortalecimiento de la industria puertorriqueña, mediante todos los mecanismos disponibles y viables dentro de los parámetros constitucionales, gubernamentales y económicos, en aras de lograr la máxima creación de empleos en el país. 
Es por los fundamentos que anteceden que esta Asamblea Legislativa entiende importante apoyar dichos esfuerzos al enmendar la ley para la Inversión de la Industria Puertorriqueña, a fines de incluir las empresas o microempresas creadas por residentes de vivienda pública de Puerto Rico, como elegibles preferentes en la adquisición de bienes y servicios por parte de los Departamentos, Agencias e instrumentalidades de Gobierno del Estado Libre Asociado de Puerto Rico. 

En síntesis, la presente medida busca incorporar el término “Corporaciones de Residentes de Vivienda Pública” tanto para empresas con o sin fines de lucro, organizadas al amparo de las Leyes del Estado Libre Asociado de Puerto Rico.

Por su parte, busca añadir en su Sección 2, Artículo 6 de la Ley 104, supra, una Junta para la Inversión en Industria puertorriqueña, la cual tendrá el deber de cualificar y certificar las empresas con o sin fines de lucro que empleen personas de vivienda pública cuyos productos envasados, ensamblados, producidos o manufacturados o servicios ofrecidos en Puerto Rico estén al amparo de los parámetros establecidos en el presente proyecto. 
ANÁLISIS DE LA MEDIDA

En primera instancia, se destaca que el P. de la C. 432 fue aprobado por la Cámara de Representantes, el 7 de noviembre de 2023, mediante la siguiente votación:  
A Favor: (42), En Contra: (0), Abstenido: (0), Ausente: 9.


Durante la evaluación de la presente medida, la Comisión de Gobierno solicitó la opinión de diversas entidades entre las cuales se encuentran la Administración de Servicios Generales, Oficina del Contralor de Puerto Rico y el Departamento de la Vivienda. Todas las agencias presentaron sus respectivas ponencias las cuales se desglosan a continuación:
Administración de Servicios Generales


La Administradora y Principal Oficial de Compras, presentó un Memorial Explicativo firmado por la Lcda. Karla G. Mercado Rivera, donde no recomienda la aprobación de la medida. Las objeciones se resumen a continuación: 
En síntesis, la deponente entiende que la Ley 14-2004, supra, en su Artículo 3, promulga como política pública respaldar el crecimiento, desarrollo y fortalecimiento de la industria puertorriqueña en aras de lograr la máxima creación de empleos en el país. Entre los principales objetivos de la Ley 14-2004, supra, se encuentra la mayor participación posible en productos puertorriqueños en compras gubernamentales, mayor acceso al mercado a productores locales entre otras. 
Por su parte el Artículo 7 de la referida ley sobre Política Preferencial para las Compras del Gobierno de Puerto Rico, establece que los productos extraídos, manufacturados o ensamblados en Puerto Rico, deben cumplir además con los términos y condiciones establecidos en el pliego de subasta u orden de compra y que luego de aplicar los parámetros establecidos resulte sea el precio más bajo y binde las condiciones de calidad, entrega y disponibilidad.

Por su parte el Reglamento Núm. 6828, Reglamento para la Administración de la Inversión en la Industria Puertorriqueña, define el término “Industria Puertorriqueña” como toda entidad o empresa de manufactura, ensamblado, envasado o distribución de artículos con operaciones establecidas en Puerto Rico. 

Por tanto, entiende la Administración de Servicios Generales que la Ley 14-2004, supra, al igual que el Reglamento 6828, ante, contienen los mecanismos para que pequeños y medianos empresarios puedan tener un trato preferencial al momento de contratar con el Gobierno de Puerto Rico, respaldando así el crecimiento, desarrollo y fortalecimiento de la Industria Puertorriqueña.

La Comisión de Gobierno de Senado de Puerto Rico coincide con la ASG que el actual estado de derecho contiene mecanismos para brindar un trato preferencial a los pequeños y medianos comerciantes. No obstante, la P. de la C. 432, pretende crear un mejor ambiente para una clase social sumamente vulnerable.  Veamos las siguientes estadísticas tomadas del Instituto de Estadística de Puerto Rico, sobre los datos de la agencia federal U.S. Housing and Urban Development (HUD), para enero de 2023.  En el estudio se informó que en Puerto Rico:
· La cantidad de contratos para unidades de vivienda pública, entre HUD y la Administración de Vivienda Pública (AVP), fue de 49,644 (99.6% de las solicitadas por AVP). 
· Cantidad de miembros en las viviendas: 99,661 
· El promedio de los ingresos de participantes fue de: $4,999 
· Los grupos de ingresos de los participantes fueron: 
· Ingreso extremadamente bajo (bajo el 30% de la mediana): 57% 
· Ingreso muy bajo (50% de la mediana): 9% 

· Ingreso bajo (80% de la mediana): 8% 
· Por encima del umbral de ingresos bajos (por encima del 81% de la media): 4% 
· No disponible: 22% 

· Fuentes de ingreso de los participantes (pueden tener más de una fuente de ingreso): 
· Salarios: 24% 
· Bienestar Social: 92% 
· Seguro Social (en sus distintas modalidades): 20% 
· Otro ingreso: 19% 
· Sin ingreso: 3% 
· Promedio de pago mensual por inquilino: $120 
· Distribución de tipo de familia participante: 

· Ancianos, sin niños, sin discapacidad: 16% 
· No ancianos, sin niños, sin discapacidad: 34% 
· No ancianos, con niños, no discapacitados: 37% 
· Ancianos, sin niños, discapacitados: 6% 
· No ancianos, sin niños, discapacitados: 6% 
· No mayores, con niños, discapacitados: 1%

Las estadísticas presentadas demuestran que la población beneficiaria del Programa de Vivienda Pública, se encuentran en una situación vulnerable en términos socioeconómicos, por lo que debe ser función del Gobierno el ofrecerles alternativas para apoyarlos en la búsqueda de un mejor sustento y competencia social.  
Oficina del Contralor de Puerto Rico


La Oficina del Contralor de Puerto Rico, a través de Yesmín M. Valdivieso, presentó ponencia en la que en síntesis expone que dicha oficina no define ni promulga Política Pública. Esta última solo tiene el deber de fiscalizar las transacciones que tengan que ver con la propiedad o fondos públicos en las tres ramas de gobierno. 
Departamento de la Vivienda


En ponencia emitida por el Lcdo. William O. Rodríguez Rodríguez, secretario, reconoce que estas comunidades necesitan el empuje gubernamental para lograr su autosuficiencia, por lo que resulta importante darle prioridad a los servicios y artículos producidos por los negocios en estas comunidades.  
Haciendo referencia a la Sección 3 del “Housing and Urban Development Act” de 1968, el cual establece propósitos similares al presente proyecto, expresan su apoyo a la medida, sin embargo, recomiendan discutir la presente medida con la Oficina de Gerencia y Presupuesto. 
IMPACTO FISCAL MUNICIPAL
En cumplimiento con el Artículo 1.007 de la Ley Núm. 107-2020, según enmendada, conocida como “Código Municipal de Puerto Rico”, la Comisión de Gobierno del Senado del Estado Libre Asociado de Puerto Rico no solicitó comentarios al Centro de Recaudaciones de Ingresos Municipales (CRIM) ni a la Oficina de Gerencia Municipal, toda vez que el P. de la C. 432 no impone una obligación económica adicional en el presupuesto de los gobiernos municipales.
CONCLUSIÓN
La Ley 14-2004, supra, al igual que el Reglamento 6828, ante, contienen los mecanismos para que pequeños y medianos empresarios puedan tener un trato preferencial al momento de contratar con el Gobierno de Puerto Rico, respaldando así el crecimiento, desarrollo y fortalecimiento de la Industria Puertorriqueña. No obstante, la medida bajo estudio pretende apoyar a una población socioeconómicamente vulnerable y ofrecerle más herramientas para que puedan alcanzar independencia económica y auto sustentable.
Por lo antes expuesto, recomienda la aprobación del P. de la C. 432, con las enmiendas en el entirillado electrónico que se acompaña.
Respetuosamente sometido, 

Ramón Ruiz Nieves  

Presidente

Comisión de Gobierno
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